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Resumen: este texto pretende evidenciar que la asignación de 
recursos públicos suficientes para la investigación científica es 
un elemento fundamental para hacer efectivo el derecho a go-
zar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicacio-
nes. Además, en él se sugiere que el enfoque de derechos hu-
manos debe fungir como hoja de ruta en el diseño y aplicación 
del presupuesto público para lograr, a través del conocimiento 
de las obligaciones que derivan del derecho a la ciencia, que la 
libertad de investigación científica sea una realidad. 

Abstract: this text aims to show that providing sufficient pu-
blic resources for scientific research is essential to make effec-
tive the right to enjoy the benefits of scientific progress and 
its applications. Furthermore, it suggests that the human rights 
approach should serve as a roadmap in the design and imple-
mentation of public budget to make freedom of scientific re-
search a reality taking into account the obligations that derive 
from the right to science.
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I. El papel de la comunidad  
científica en el desarrollo

La importancia de la ciencia en el desarrollo de las sociedades 
democráticas y, en consecuencia, en el mejoramiento de las con-
diciones de vida de las personas que forman parte de ellas, se 
hizo evidente durante la pandemia que azotó al mundo debido 
a los contagios provocados por el SARS-CoV-2. Los trabajos del 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) fueron reveladores 
en este sentido, al referir las consecuencias que pueden derivar 
de la falta de apoyos al desarrollo científico.

Los datos aportados por el BID mostraron en su momen-
to que problemas como los derivados de la pandemia por  
COVID-19 requerían una reacción eficaz e inmediata por parte 
de la comunidad científica. Este escenario puso a prueba la ca-
pacidad de respuesta de los Estados y la eficacia de su política 
en materia de ciencia, pues para hacer frente a la crisis sanitaria 
provocada por el coronavirus era necesario contar con sistemas 
científicos que permitieran desarrollar pruebas de detección rá-
pidas y efectivas, desarrollar vacunas, buscar terapias verdadera-
mente eficaces, perfeccionar algoritmos predictivos de evolución 
de las enfermedades provocadas por el SARS-CoV-2, etc. Desde 
luego, para contar con este tipo de sistemas además eran indis-
pensables condiciones habilitantes para investigar que hicieran 

| 424 

Rodrigo Brito Melgarejo



posible el acceso a reactivos, equipamiento, laboratorios y perso-
nal especializado.1 

El BID, por ejemplo, desveló el impacto diferenciado que tu-
vieron las respuestas científicas y gubernamentales durante los 
primeros meses de la pandemia, pues mientras en países como 
Estados Unidos o China se produjo cerca del 65% del total de 
artículos científicos relacionados con el COVID-19, en Améri-
ca Latina y el Caribe, debido a los obstáculos que enfrentaba la 
comunidad científica (v.g. procesos burocráticos lentos y com-
plejos), la investigación que se produjo sobre el tema representó 
poco menos del 4% del total de publicaciones en el mundo.2 

Al leer estos datos quizá podría pensarse que no importa tanto 
el lugar en que se cree el conocimiento científico, pues finalmen-
te los beneficios que pueden obtenerse de él son globales y, en 
consecuencia, no tendría sentido invertir grandes cantidades de 
dinero en la ciencia a nivel nacional o mejorar las condiciones en 
que la comunidad científica desarrolla sus labores.3 Sin embargo, 
la pandemia por COVID-19, nos ofreció una lección en sentido 
opuesto pues, como señaló también el Banco Interamericano de 
Desarrollo, haber dotado de infraestructura, insumos adecuados, 
equipamiento y recursos humanos a sus sistemas científicos, hu-
biera permitido a los países absorber y decodificar los avances 
desarrollados a nivel global y probar si estos se mantenían en 
las condiciones idiosincráticas de cada uno de ellos, facilitando 
de esta manera el desarrollo de eventuales adaptaciones y pro-
veyéndolos de una mejor capacidad de respuesta doméstica a  
la sobredemanda de bienes, insumos y servicios para responder 
a la emergencia.4

Estas referencias demuestran la importancia de la ciencia en 
contextos de emergencia, pero no debe olvidarse que, en situa-
ciones de normalidad, el trabajo de la comunidad científica es 
también fundamental para el desarrollo y la mejora de las con-

1	 Banco Interamericano de Desarrollo, Respuestas al COVID-19 desde la cien-
cia, la innovación y el desarrollo productivo, Washington, BID, 2020, p. 38. 

2	 Ibidem, pp. 40-41. 
3	 Ibidem, p. 50. 
4	 Idem. 
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diciones de vida de las personas, pues implica la comprensión 
de los procesos y fenómenos que ocurren tanto en la naturaleza 
como en la sociedad.5 Por ello, quienes se dedican a la investiga-
ción, a través de procesos de estudio, experimentación, concep-
tualización y comprobación de las teorías que intervienen en la 
creación del conocimiento científico,6 han tenido y tienen un rol 
fundamental para aumentar el bienestar cultural y material de la 
ciudadanía, así como para promover los ideales y objetivos de paz 
a través de la equidad, la comprensión mutua y la cooperación.7 

De hecho, en la segunda mitad del siglo xx comenzó a darse 
un impulso significativo en el ámbito internacional a la investi-
gación científica. La Asamblea General de la ONU, por ejemplo, 
a través de la Declaración sobre la utilización del progreso científico 
y tecnológico en interés de la paz y en beneficio de la humanidad, 
señaló en su momento al progreso científico y tecnológico como 
uno de los factores más importantes del desarrollo de la sociedad 
humana y consideró, además, que a través de él se crean posibi-
lidades cada vez mayores de mejorar las condiciones de vida de 
los pueblos y las naciones.8

Es evidente entonces que, de la misma forma que la enseñan-
za, la investigación se encuentra en la base del desarrollo de la so-

5	 En el párrafo 1 de la Recomendación relativa a la situación de los investigado-
res científicos, adoptada por la Conferencia General de la UNESCO se defi-
ne a la ciencia como: “el proceso en virtud del cual la humanidad actuando 
individualmente o en pequeños o grandes grupos, hace un esfuerzo orga-
nizado mediante el estudio objetivo de los fenómenos observados, para 
descubrir y dominar la cadena de causalidades; reúne de forma coordinada 
los resultantes subsistemas de conocimiento por medio de la reflexión sis-
temática y la conceptualización, a menudo ampliamente expresada bajo 
forma de símbolos matemáticos; y con ello se da a sí misma la posibilidad 
de utilizar, para su propio progreso, la comprensión de los procesos y de 
los fenómenos que ocurren en la naturaleza y en la sociedad”.

6	 De esta forma se define a la investigación científica por parte de la UNESCO,  
en la Recomendación que desarrolla la situación de las y los investigadores 
científicos. 

7	 Ibidem, párr. 4. 
8	 Asamblea General de las Naciones Unidas, Declaración sobre la utilización 

del progreso científico y tecnológico en interés de la paz y en beneficio de la 
humanidad, Res. 3384 (XXX), 10 de noviembre de 1975, passim. 
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ciedad y, por tanto, tiene que ser protegida en función del interés 
social.9 Y es que, si bien el moderno Estado social reconoce en 
la ciencia un elemento fundamental del desarrollo, para ampliar 
sus competencias en esa dirección el propio Estado depende de 
la información que le brinda el sistema científico.10 Frente a esta 
necesidad adquiere gran valía que, siempre dentro de los límites 
que establecen las normas jurídicas, la comunidad científica ten-
ga la libertad de cuestionar y someter a prueba el conocimiento 
científico, para proponer nuevas ideas y sostener opiniones que 
incluso puedan ser incómodas para el Estado. De esta forma, la 
libertad de investigación científica adquiere un papel fundamen-
tal en la búsqueda de los cambios que permiten que la sociedad 
avance. 

II. El contenido de la libertad  
de investigación científica

La libertad de investigación científica debe entenderse como un 
derecho complejo con facetas diversas que comprende la actua-
ción de quienes integran la comunidad científica en lo individual, 
pero también una serie de acciones a cargo de los poderes pú-
blicos que se relacionan con actividades de fomento que deben 
desarrollarse a favor de la sociedad.11 Dada la importancia que 
tiene el ejercicio de esta libertad, el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales establece en su artículo 
15.3 que los Estados parte se comprometen a respetarla como un 
elemento del derecho que tienen todas las personas a gozar de los 
beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones.

De hecho, en la Observación general 25 del Comité de Dere-

9	 Cippitani, Roberto, “La libertad de cátedra e investigación en el ámbito de 
los derechos humanos”, en Buenrostro Ceballos, Alfredo Félix (coord.), La 
libertad de cátedra y de investigación en el ámbito de los derechos humanos, 
Mexicali, Universidad Autónoma de Baja California, 2014, p. 141. 

10	 Rodríguez de Santiago, José María, “Libertad de investigación científica y 
sexenios”, Revista Catalana de Dret Públic, núm. 44, 2012, p. 233. 

11	 Ahumada Canabes, Marcela, “La libertad de investigación científica. Oríge-
nes de este derecho y configuración constitucional”, Estudios Socio-Jurídi-
cos, núm. 10, vol. 1, enero-junio de 2008, p. 12.
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chos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC) se hace 
referencia a la necesidad de una sólida protección de la libertad 
de investigación para que la ciencia florezca y se desarrolle. Esta 
libertad, de acuerdo con lo señalado por el Comité, comprende 
varias dimensiones, entre las que se encuentran: 

la protección de los investigadores contra la influencia indebida en 
su juicio independiente; la posibilidad de que los investigadores es-
tablezcan instituciones autónomas de investigación y definan los 
fines y los objetivos de la investigación y los métodos que se hayan 
de adoptar; la libertad de los investigadores de cuestionar libre y 
abiertamente el valor ético de ciertos proyectos y el derecho de re-
tirarse de esos proyectos si su conciencia así se lo dicta; la libertad 
de los investigadores de colaborar con otros investigadores, tanto 
en el plano nacional como en el internacional; y el intercambio de 
datos y análisis científicos con los encargados de formular políticas 
y con el público siempre que sea posible.12

El Comité DESC señala, además, que los Estados no solamen-
te deben abstenerse de interferir en la libertad de las personas 
e instituciones para desarrollar la ciencia y difundir sus resul-
tados, sino también “adoptar medidas positivas para el avance 
de la ciencia (desarrollo) y la protección y la difusión de los co-
nocimientos científicos y sus aplicaciones (conservación y difu-
sión)”.13 Esas medidas son fundamentales en un contexto como 
el actual, pues en este siglo sería inconcebible pensar “en la crea-
ción de trabajos decentes, en el combate a la pobreza y en el for-
talecimiento de la gobernabilidad democrática sin usar ciencia 
de forma extensiva, aplicar las tecnologías adecuadas localmente, 
introduciendo el concepto de innovación en todos los niveles de 
vida de la sociedad y mejorando la enseñanza de la ciencia”.14 

12	 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de la ONU, Obser-
vación general núm. 25 relativa a la ciencia y los derechos económicos, sociales 
y culturales (artículo 15, párrafos 1 b), 2, 3 y 4, del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, aprobada en el 67º periodo de 
sesiones realizado del 17 de febrero al 6 de marzo de 2020, párr. 13. 

13	 Ibidem, párr. 14. 
14	 Chaimovich, Hernán, “Presentación”, en Scwartzman, Simon (ed.), Univer-

sidad y desarrollo en Latinoamérica: experiencias exitosas de centros de inves-
tigación, Caracas, UNESCO-IESALC, 2008, p. iii. 
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Esto evidencia que la investigación es fundamental para el avan-
ce de la sociedad, pero a pesar de ello, las tensiones entre la co-
munidad científica y el Estado pueden existir y, de hecho, han 
existido, debido a que en ocasiones las autoridades pueden tener 
la intención de proteger ciertos intereses políticos, económicos o 
de otra índole que ocasionalmente son criticados, cuestionados o 
señalados por quienes forman parte de la comunidad científica. 
Mauricio Schoijet señala, por ejemplo, que en los años 80 se li-
quidaron algunos proyectos científicos e incluso un centro de in-
vestigación, probablemente porque ciertos sectores pertenecien-
tes a la burocracia pretendían limitar la investigación relacionada 
con ciertos temas dentro del ámbito de los aparatos estatales, o 
bien, porque algunos empresarios no querían que se investigaran 
aspectos relacionados con contaminación o daño ambiental para 
no verse perjudicados.15 

En escenarios como este, los elementos que permitan el ejer-
cicio efectivo de la libertad de investigación científica se vuelven 
fundamentales pues, como mencionó en su momento Conrad 
Russell, en un país libre, deben existir códigos de valores y sis-
temas de creencias antitéticos a los sostenidos por el Gobierno 
del momento.16 La existencia de fuentes de ideas objetivas e in-
dependientes que planteen retos intelectuales a los diversos ór-
ganos de gobierno para examinar sus propias creencias en forma 
crítica se vuelve, consecuentemente, un presupuesto para la me-
jor toma de decisiones. Es verdad que ciertos planteamientos crí-
ticos pueden molestar en principio a las autoridades, pero si es-
tos se encuentran bien sustentados, es mejor que el Gobierno lo 

15	 Schoijet Glembotzky, Mauricio, “Libertad académica y represión: una ojea-
da histórica”, Alegatos, núm. 84, mayo-agosto de 2013, p. 626. Este autor 
refiere como ejemplo el Proyecto Lázaro Cárdenas dirigido por el profesor 
John Saxe Fernández de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la 
Universidad Nacional Autónoma de México, que se ocupaba de aspectos 
relacionados con recursos energéticos y minerales. Dicho proyecto recibía 
financiamiento por parte de Petróleos Mexicanos y la Comisión Federal de 
Electricidad y se extinguió, precisamente, por el retiro de estos apoyos en 
1983 debido a la incomodidad que causaron en las autoridades las activida-
des de investigación que en él se realizaban. 

16	 Russell, Conrad, La libertad académica, Buenos Aires, Universidad de Paler-
mo, 2009, pp. 56 y ss. 
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descubra antes y no después de actuar.17 Por ello es fundamental 
que la investigación científica mantenga los apoyos financieros 
por parte del Estado, pues las autoridades requieren del trabajo 
de personas que, con disciplina intelectual, les digan, qué es lo 
que puede y no puede hacerse.

III. Libertad de investigación  
científica y presupuesto

La asignación de recursos públicos suficientes para la investiga-
ción científica es, como se ha visto, un presupuesto fundamental 
para hacer efectivo el derecho a gozar de los beneficios del pro-
greso científico y sus aplicaciones. Esa asignación, desde luego, 
debe ser permanente, pero también tiene que tomar en cuenta 
las metas que la comunidad científica se plantea a largo plazo 
y, por tanto, debe estar encaminada a fortalecer los centros de 
investigación, permitiendo que quienes en ellos trabajan actúen 
con libertad para alcanzar sus propios objetivos, pues estos son 
críticos para que la ciencia pueda reaccionar frente a situaciones 
imprevistas o de crisis.18

Por estos motivos, el Comité DESC a través de las observacio-
nes que realizó en sus informes, ha recomendado a México que 
incremente la asignación presupuestaria destinada a la investiga-
ción científica.19 Pero a pesar de esta encomienda, el porcentaje 
del Producto Interno Bruto destinado a Investigación y Desarrollo  
(R&D) en el país es de los más bajos entre los miembros de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 

17	 Idem. 
18	 Banco Interamericano de Desarrollo, op. cit., p. 51. De hecho, la Recomen-

dación relativa a la situación de los investigadores científicos es clara al 
determinar que, en su planteamiento sobre ciencia y tecnología, los Esta-
dos deben considerar el financiamiento con recursos públicos de la inves-
tigación científica como una forma de inversión cuyo rendimiento es, en 
su mayor parte, a largo plazo. Véase al respecto el párrafo 5 de este instru-
mento internacional. 

19	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Observaciones fi-
nales sobre los informes periódicos quinto y sexto combinados de México”, 
E/C.12/MEX/CO/5-6. Ginebra, Naciones Unidas, 2018. 
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(OCDE) pues, mientras en los últimos años el promedio de di-
chos Estados ha sido mayor al 2%,20 en México la cifra fue mucho 
menor y, además, los recursos asignados a este rubro también 
fueron fluctuantes. En el año 2010, por ejemplo, el porcentaje del 
PIB asignado a R&D fue del 0.495%, mientras que en el 2017 fue 
solamente del 0.327%.21

Ahora bien, si se toman en cuenta las partidas del Presupues-
to de Egresos de la Federación (PEF) que se han asignado a la 
ciencia considerando las sumas destinadas a este sector desde 
que se creó el Ramo 38,22 las cosas no son muy distintas. Las 
cifras contenidas en la tabla que se presenta a continuación evi-
dencian que la tendencia en lo que se refiere a asignaciones pre-
supuestarias fue al alza hasta el 2016,23 pero después de ese año 
se hicieron recortes importantes en los montos que se destinaron 
al Ramo 38 en los presupuestos de los años 2017 y 2019. Después 
de este último año, se dieron incrementos sostenidos, pero estos 
no fueron suficientes para llegar al monto que se le asignó a este 
Ramo ocho años antes.  

Asignaciones en el PEF al Ramo 38 (2003-2024).

Año
Presupuesto 

Aprobado
Gasto neto total 

 en el PEF

2003 7,935,843,636 1,524,845,700,000

2004 7,705,976,355 1,650,505,100,000

2005 8,143,312,760 1,818,441,700,000

20	 En el 2021, último dato con el que se cuenta en el sitio Web de la OCDE, el 
promedio del porcentaje de los países que pertenecen a esta organización 
destinado a Investigación y Desarrollo fue del 2.718%. Véase https://data.
oecd.org/rd/gross-domestic-spending-on-r-d.htm

21	 Idem. 
22	 Este ramo presupuestal en México se creó para las asignaciones que se ha-

rían al entonces Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología como entidad 
no sectorizada. 

23	 Es verdad que en el año 2004 hubo un ajuste a la baja, pero este no fue tan 
significativo como los que se realizarían a partir del año 2017. Además, ese 
ajuste podría comprenderse debido a que las asignaciones presupuestales 
no sectorizadas al Conacyt se habían implementado el año anterior. 

431 | 

La influencia del diseño y aplicación del presupuesto público en la…



Año
Presupuesto 

Aprobado
Gasto neto total 

 en el PEF

2006 8,859,247,600 1,973,500,000,000

2007 9,330,648,958 2,260,412,500,000

2008 11,876,003,700 2,569,450,200,000

2009 15,474,732,726 3,045,478,600,000

2010 15,946,592,413 3,176,332,000,000

2011 17,619,011,554 3,438,895,500,000

2012 21,872,176,958 3,706,922,200,000

2013 25,245,962,047 3,956,361,600,000

2014 31,086,324,134 4,467,225,800,000

2015 33,706,667,621 4,694,677,400,000

2016 34,010,260,421 4,763,874,000,000

2017 26,963,512,279 4,888,892,500,000

2018 27,225,876,510 5,279,667,000,000

2019 24,764,719,642 5,838,059,700,000

2020 25,658,798,449 6,107,732,400,000

2021 26,573,104,028 6,295,736,200,000

2022 29,564,150,670 7,088,250,300,000

2023 31,655,085,408 8,299,647,800,000

2024 33,170,745,272 9,066,045,800,000

Esos altibajos presupuestales y las insuficientes asignaciones 
de recursos a la ciencia han causado y siguen provocando enor-
mes preocupaciones a las personas que forman parte de la comu-
nidad científica, ya que este tipo de acciones hacen más difícil 
que quienes llevan a cabo labores de investigación, realicen sus 
actividades a fin de contribuir al ejercicio efectivo del derecho a 
gozar del progreso científico y de sus aplicaciones. 

No debe olvidarse que el marco institucional relacionado con 
la ciencia necesita, para funcionar de manera adecuada, de apo-
yos económicos de carácter público pues, aun cuando la libertad 
de investigación científica es en primer lugar un derecho frente 
al Estado, es innegable que se ejerce también, en buena medida, 
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dentro del Estado (tanto en las universidades como en organis-
mos públicos de investigación), en y a través de organizaciones 
estatales.24 Por tanto, los mandatos relacionados con el derecho a 
gozar de los beneficios del progreso científico y sus aplicaciones 
que derivan del propio texto constitucional y de diversos instru-
mentos internacionales, deberían traducirse en acciones concre-
tas a través de las cuales el Estado no solamente cree, sino tam-
bién mantenga e incluso, siempre que sea posible, aumente de 
manera sostenida los presupuestos asignados a la ciencia. 

No puede pasarse por alto que los efectos de los recortes al 
gasto en materia de ciencia inciden en la actuación de las insti-
tuciones públicas dedicadas a la investigación, cuyos integrantes 
pueden ver coartada —o al menos disminuida— su libertad para 
realizar las actividades que tienen encomendadas a fin de partici-
par en el progreso científico. El Instituto de Investigaciones “Dr. 
José María Luis Mora”, por poner solamente un ejemplo, al tener 
que realizar en el año 2019 ciertos ajustes presupuestales como 
resultado de una instrucción del titular del Ejecutivo Federal dic-
tada a través de un memorándum en el que se señalaron medidas 
de cumplimiento obligatorio que afectaron el gasto operativo de 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
se vio obligado a cancelar el Observatorio de Cooperación In-
ternacional para el Desarrollo, además de reducir la producción 
editorial, reducir en más de la mitad la asistencia de los investi-
gadores a presentaciones de libros, conferencias y coloquios, así 
como limitar los horarios de atención de su biblioteca.25 Estas de-
cisiones evidencian que los recortes al presupuesto público asig-
nado al Instituto Mora pueden afectar las condiciones en las que 
ejercen sus funciones quienes integran su comunidad y, como 
consecuencia, también el progreso científico y los beneficios que 
de este derivan para las personas interesadas en su campo de es-
tudio.

24	 Rodríguez de Santiago, José María, op. cit., p. 231. 
25	 Instituto de Investigaciones “Dr. José María Luis Mora”, Respuesta a la so-

licitud de acceso a la información número 1128000003419, 15 de julio de 
2019. 
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IV. La necesidad de repensar el diseño y  
aplicación del presupuesto bajo un enfoque  

de derechos humanos para favorecer 
 el desarrollo científico

Los insuficientes recursos que se destinan a la ciencia en Méxi-
co y los vaivenes en las asignaciones presupuestales enfocadas 
a este rubro son muestra de la falta de enfoque de derechos hu-
manos en el diseño y aplicación del presupuesto público. Estos 
contextos erosionan el binomio que debería formarse a partir de 
la asignación apropiada de recursos y el ejercicio efectivo de las 
libertades que derivan del derecho a la ciencia. Para restaurar 
esa relación es necesario repensar el ingreso y el gasto bajo el 
enfoque de derechos humanos a fin de lograr la definición de po-
líticas y acciones públicas que permitan modificar los esquemas 
e instrumentos que inciden en la materialización de la libertad 
de investigación científica. Lo anterior, pues no debe olvidarse 
que las obligaciones que se desprenden del derecho a gozar del 
progreso científico y de sus aplicaciones articulan estándares que 
tienen implicaciones en la forma en que el gobierno recauda in-
gresos, asigna y gasta fondos y evalúa y audita el presupuesto 
para hacer posible el ejercicio de las libertades que se relacionan 
con la investigación científica.26

El Scientific Advisory Board de Naciones Unidas, en un infor-
me que contó con el respaldo de la UNESCO, pidió a los Esta-
dos —incluso a los más pobres— que invirtieran al menos el 1% 
de su Producto Interno Bruto en investigación e instó a los más 
avanzados a que gastaran, por lo menos, el 3% en investigación y 
desarrollo.27 Dicha solicitud atiende a los compromisos que de-
rivan, entre otros estándares internacionales, de los contenidos 
del artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

26	 Cfr. Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Na-
ciones Unidas-International Budget Partnership, Haciendo realidad los de-
rechos humanos a través de los presupuestos gubernamentales, Nueva York, 
ACNUDH-IBP, 2017, p. 39. 

27	 Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cul-
tura, The right to enjoy the benefits of scientific progress and its applications, 
París, UNESCO, 2009, párr. 51.  

| 434 

Rodrigo Brito Melgarejo



Sociales y Culturales. Es verdad que existen otros fondos de ca-
rácter privado que financian la investigación científica y, aunque 
esta práctica no es per se contraria a los instrumentos normativos 
que protegen el derecho a la ciencia y las libertades que de él 
derivan, si los recursos que respaldan la investigación proceden 
de la iniciativa privada, eventualmente podrían condicionarse las 
actividades realizadas por la comunidad científica, ya que en oca-
siones los donantes pretenden imponer condiciones a sus rega-
los que invaden las libertades de quienes generan conocimiento 
científico.28

El Comité DESC ha señalado en este sentido que “la privatiza-
ción a gran escala de la investigación científica sin ninguna otra 
consideración podría tener a veces efectos negativos en el disfru-
te [del derecho a gozar de los beneficios del progreso científico y 
de sus aplicaciones”.29 Lo anterior pues: 

En algunos casos, las investigaciones científicas realizadas o finan-
ciadas por agentes privados pueden crear conflictos de intereses, 
por ejemplo, cuando las empresas apoyan investigaciones relacio-
nadas con el tipo de actividades económicas en las que participan, 
como ocurrió en el pasado con algunas empresas tabacaleras.30 

Para evitar que se presenten estas prácticas y frenar sus con-
secuencias, el Comité señala que deberían establecerse “meca-
nismos para la divulgación de esos conflictos de intereses reales 
o percibidos”.31 Pero además de estas medidas, una manera de 
reducir estas prácticas es destinar un presupuesto adecuado a 
los ramos que involucran a la ciencia a fin de permitir que los 
investigadores puedan ejercer sus actividades con libertad y sin 
condicionamientos perjudiciales para su labor. Por ello, el enfo-
que de derechos humanos debe fungir como hoja de ruta en el 
diseño y aplicación del presupuesto público para lograr, a través 

28	 Bok, Derek, Más allá de la torre de marfil. La responsabilidad social de la uni-
versidad moderna, Buenos Aires, Universidad de Palermo, 2008, p. 284. 

29	 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de la ONU, Observa-
ción general núm. 25, op. cit., párr. 58. 

30	 Ibidem, párr. 59. 
31	 Idem. 
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del conocimiento del contenido obligacional que deriva del de-
recho a la ciencia, hacer de la libertad de investigación científica 
una realidad. 
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